OBJECIONES PRESIDENCIALES AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 138 DE 2010 SENADO, 290 DE 2011 CÁMARA 
Ley Consuelo Devis Saavedra, mediante la cual se regulan los servicios de cuidados paliativos para el manejo integral de paciente con enfermedades terminales, crónicas, degenerativas e irreversibles en cualquier fase de la enfermedad de alto impacto en la vida. 
Bogotá, D. C., jueves 14 de junio de 2012 

Doctor 

JUAN MANUEL CORZO ROMÁN 

Presidente 

Senado de la República 

Ciudad 

Respetado señor Presidente: 

Sin la correspondiente sanción ejecutiva, se devuelve por razones de inconstituciona​lidad el Proyecto de ley 138 de 2010 Senado, 290 de 2011 Cámara, “Ley Consuelo Devis Saavedra, mediante la cual se regulan los servicios de cuidados paliativos para el manejo integral de paciente con enfermedades terminales, crónicas, degenerativas e irreversibles en cualquier fase de la enfermedad de alto impacto en la vida”. 
Objeciones por inconstitucionalidad 
Las razones de constitucionalidad se esgrimen así: 

• Violación de los artículos 152 y 153 de la Constitución Política 

Se encuentra que el Proyecto de ley 138/2010(S) y 290/2011(C), contiene aspectos que competen al derecho a la vida y a la muerte digna del enfermo terminal, en cuanto si bien existen varios aspectos procedimentales que podrían ser regulados por vía de una ley ordinaria, se evidencian otros que tocan el núcleo esencial de los derechos fundamentales en cita. Sobre este punto, léase por ejemplo lo establecido en el artículo 1° del proyecto donde se consagra que la ley se orienta a reglamentar entre otros (...) el derecho de estos pacientes a desistir de manera voluntaria y anticipada de tratamientos médicos innecesarios que no cumplan con los principios de proporcional terapéutica y no representen una vida digna para el paciente, específicamente en casos en que haya diagnóstico de una enfermedad en estado terminal crónica, degenerativa e irreversible de alto impacto en la calidad de vida”. 
Así mismo, el parágrafo del artículo 4° de la iniciativa aprobada, indica respecto de los deberes del médico que: 

“Cuando exista diagnóstico de muerte cerebral, no es su obligación mantener el funcionamiento de otros órganos o aparatos por medios artificiales, siempre y cuando el paciente no sea apto para donar órganos” 
De otra parte, el numeral 4 del artículo 5° permite a toda persona en pleno uso de sus facultades expresar su voluntad de “no someterse a tratamientos médicos innecesarios que eviten prolongar una vida digna en el paciente”. Un tema similar viene siendo tramitado en el P. L. 64 de 2011, mediante el cual se crea el documento de voluntad anticipada que busca mantener la dignidad humana en pacientes que se encuentren en fase terminal. 

En tal sentido, en concepto del Gobierno Nacional, las medidas reguladas están cons​titucionalmente sujetas a la reserva de ley estatutaria. Al respecto, es de recordar que el artículo 152 constitucional determina: 

“Artículo 152. Mediante las leyes estatutarias, el Congreso de la República regulará las siguientes materias: 
a) Derechos y deberes fundamentales de las personas y los procedimientos y recursos para su protección;” 
Y por su lado, el artículo 153 de la Constitución Política dota la aprobación de leyes estatutarias de exigencias particulares, esto es, su aprobación legislativa por mayoría absoluta en una sola legislatura y bajo examen de constitucionalidad previo por parte de la Corte Constitucional, –quien analiza, tanto su contenido material como los vicios de procedimiento en su formación y por lo tanto, su control de constitucional resulta ser integral y definitivo, y hace tránsito a cosa juzgada–.1 
En este orden de ideas, para delimitar su alcance y evitar que toda norma o aspecto que aluda a un derecho fundamental sea susceptible de ese trámite o que, por el contrario, la regulación de derechos fundamentales termine subsumida en leyes ordinarias, la Corte Constitucional ha señalado en los casos que se ha suscitado la duda, lo siguiente: 

Respecto de temáticas como la laboral se indicó: 

“Ahora bien, como se menciona en la transcripción del Informe-Ponencia, las leyes estatutarias sobre derechos fundamentales tienen por objeto desarrollarlos y comple​mentarlos. Esto no supone que toda regulación en la cual se toquen aspectos relativos a un derecho fundamental deba hacerse por vía de ley estatutaria. De sostenerse la tesis contraria, se vaciaría la competencia del legislador ordinario. La misma Carta autoriza al Congreso para expedir, por la vía ordinaria, códigos en todos los ramos de la legisla​ción. El Código Penal regula facetas de varios derechos fundamentales cuando trata de las medidas de detención preventiva, penas y medidas de seguridad imponibles, etc. Los Códigos de Procedimiento sientan las normas que garantizan el debido proceso. El Código Civil se ocupa de la personalidad jurídica y de la capacidad de las personas. En resumen, mal puede sostenerse que toda regulación de estos temas haga forzoso el procedimiento previsto para las leyes estatutarias. 
Las leyes estatutarias están encargadas de desarrollar los textos constitucionales que reconocen y garantizan los derechos fundamentales. No fueron creadas dentro del ordenamiento con el fin de regular en forma exhaustiva y casuística todo evento ligado a los derechos fundamentales.2 
En materia de seguridad social, y precisamente al entrar a analizar la Ley 100 de 1993, ha aclarado que dicho tema: 

“no debe ser objeto de reglamentación mediante la vía legal exceptiva de las leyes estatutarias por no corresponder a los elementos de derechos fundamentales que quiso el constituyente someter a dicha categoría legal, por tratarse de elementos de tipo asistencial que provienen, en oportunidades, de la existencia de una relación laboral, y en otras, de la simple participación en el cuerpo social, y derechos gratuitos en oportunidades y onerosos en la mayoría de los casos”.3 
Pero con el fin de que no se llegue al extremo de que lo estatutario termine siendo trami​tado como leyes ordinarias, ha señalado que aquellos casos en los que se restringen o limitan derechos se está en presencia de una norma de carácter estatutario.4 Ha excepcionado, sin embargo a los tratados internacionales, cuyo trámite es especial.5 En cuanto a lo primero ha indicado, al referirse a la regulación del habeas corpus, lo siguiente: 

“En Sintesis: la jurisprudencia de esta Corte ha sido enfática al señalar que las dispo​siciones que deben ser objeto de regulación por medio de ley estatutaria, concretamente, en lo que respecta a los derechos fundamentales y los recursos o procedimientos para su protección son aquellas que de alguna manera tocan su núcleo esencial o mediante las cuales se regula en forma “íntegra, estructural o completa” el derecho correspondiente”.6 
De otra parte, –como es ampliamente conocido– la ley estatutaria no exige una regla​mentación exhaustiva de un derecho, en tanto fija sus aspectos esenciales, en cuanto a la regulación de profesiones se ha indicado: 

“Esto significa que las leyes estatutarias están encargadas de regular únicamente los elementos estructurales esenciales de los derechos fundamentales y de los mecanismos para su protección, pero no tienen como objeto regular en detalle cada variante de mani​festación de los mencionados derechos o todos aquellos aspectos que tengan que ver con su ejercicio, porque ello conduciría a una petrificación del ordenamiento jurídico”.7 (Se resalta). 
En reciente jurisprudencia, Sentencia C-791/11, la Corte Constitucional estableció que cuando la ley actualiza o configura el contenido del derecho fundamental y precisa sus elementos estructurales, los aspectos inherentes a su ejercicio y los elementos que hacen parte de su ámbito constitucionalmente protegido, debe ser expedida por el procedimiento legislativo más exigente previsto en el artículo 153 de la Constitución. 

Por el contrario, cuando la ley tenga como cometido armonizar o ponderar derechos, deberá ser tramitada por procedimientos ordinarios. En la providencia en cita, se sostiene: 

“(...) En resumen, la jurisprudencia ha sostenido que los criterios determinantes para identificar si una disposición que regule derechos y deberes fundamentales debió ser tramitada como ley estatutaria son los siguientes: (i) en primer la materia regulada pues ha de tratarse de derechos y deberes de carácter fundamental, (ii) que trate sobre los elementos estructurales y los principios básicos del derecho o deber en cuestión, (iii) que se refiera los contenidos esenciales del derecho, (iv) que regule aspectos inherentes al ejercicio del derecho, (v) que consagre límites, restricciones, excepciones y prohibiciones que delimiten el núcleo esencial, (v) cuando se trate de un cuerpo normativo que pretenda regular de manera integral, estructural y completa un derecho fundamental, (vi) que aludan a la estructura general y principios reguladores pero no al desarrollo integral y detallado (vii) que la disposición se refiera a situaciones principales e importantes de los derechos. 
(…) 
Ahora bien, como antes se dijo, las funciones que cumple la ley respecto de los dere​chos fundamentales, se revelan útiles al momento de fijar el alcance de la reserva de ley estatutaria. En efecto, cuando la ley actualiza o configura el contenido de un derecho fun​damental y de esta forma bien mediante la configuración, o bien mediante la actualización regula y precisa sus elementos estructurales, los aspectos inherentes a su ejercicio y los elementos que hacen parte de su ámbito constitucionalmente protegido debe ser expedida por el procedimiento legislativo más exigente previsto por el artículo 153 constitucional. Por el contrario cuando le ley tenga como cometido armonizar o ponderar derechos, que sin duda es su función más común, deberá ser tramitada por procedimientos ordinarios. 
En conclusión el ámbito propio de la reserva de ley especial establecida en el artículo 152 literal a) obliga a tramitar como estatutaria las leyes que configuren o actualicen derechos fundamentales, en la medida en que estas actividades conllevan necesariamente la regulación de aspectos que pueden ser considerados como contenido o núcleo esencia de los derechos fundamentales. 
Finalmente hay que hacer mención de dos cuestiones finales. Por una parte, la juris​prudencia constitucional admite que las leyes estatutarias pueden regular materias propias de leyes ordinarias sin que ocurra en estos casos una petrificación de la regulación, pues en estos casos no se aplica la reserva y las materias podrán en el futuro ser derogadas o modificadas mediante una ley ordinaria. No ocurre lo mismo con las leyes ordinarias las cuales en ningún caso pueden tratar asuntos reservados a las leyes estatutarias porque infringirían el artículo 152 constitucional”. 
En consideración a lo expuesto, es preciso indicar que el proyecto de ley aprobado por el Congreso de la República, en criterio del Ministerio de la Salud y Protección Social comporta el carácter de estatutario al regular en algunos apartes, el núcleo esencial del derecho a la vida y la dignidad de las personas, desarrolla texto constitucionales a través de los cuales se reconocen y garantizan los derechos fundamentales, regulando en forma estructural el derecho a la vida de los pacientes a desistir de manera voluntaria y anticipa​da de tratamientos médicos que no responder a una vida digna en casos de diagnósticos de una enfermedad en estado terminal crónica, degenerativa e irreversible, determinando mecanismos para que los pacientes manifiesten su voluntad de que no se les prolongue la vida de forma innecesaria y autoriza a los médicos para dejar de prologar la vida de forma artificial de la persona con muerte cerebral –sin involucrar ningún tipo de consentimiento de los familiares–.8 
Igualmente, de acuerdo con el Fallo C-239 de 1997, la Corte Constitucional erigió en fundamental el derecho a morir dignamente. Para lo que nos concierne, el proyecto de ley regula la manifestación de la voluntad anticipada para no someterse a tratamientos médicos innecesarios y por ende, al no sometimiento a tratos crueles o degradantes (art. 13 C. Pol.) y del libre desarrollo de la personalidad (art. 16 ib.), asociados a la dignidad de la persona (art. 1° del mismo ordenamiento). 

Acorde con lo indicado supra, existen elementos de juicio para considerar que se está abordando un tema susceptible de ser tratado como una ley estatutaria. Además de que la regulación concierne a derechos fundamentales, tiene, a su turno, un componente de restricción o limitación voluntaria a la vida que ha sido catalogado como uno de los más trascendentales, sino el más trascendental. De otra parte, desde el punto de vista político y de legitimidad, resulta importante no sólo garantizar unas mayorías en el Congreso de la República sino, adicionalmente, someter el proyecto a la revisión previa por parte de la Corte Constitucional, De esta manera, se impide que la ley sea aplicada y produzca efectos antes de determinar si sus normas son o no ajustadas a nuestro ordenamiento.9 Está en jue​go la irreversibilidad de la vida y, por ende, el rigor con que debe surgir la determinación en torno al derecho a morir dignamente, aún respecto a la eutanasia pasiva previamente declarada por la persona. 

Reiteramos a los honorables Congresistas nuestros sentimientos de consideración y respeto. 

El Ministro del Interior de la República de Colombia, Delegatatario de Funciones Pre​sidenciales, mediante Decreto 1246 de 2012, 

FEDERICO RENGIFO VÉLEZ 

La Ministra de Salud y Protección Social, 

Beatriz Londoño Soto. 
Bogotá, D. C., 24 de mayo de 2012 

Doctor 

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN 

Presidente de la República 

Ciudad 

Señor Presidente: 

Por instrucciones del doctor Juan Manuel Corzo Román, Presidente del Senado de la República, acompañado de todos sus antecedentes y en doble ejemplar, atentamente me permito enviar a Usted para su sanción ejecutiva el Proyecto de ley número 138 de 2010 Senado, 290 de 2011 Cámara, “Ley Consuelo Devis Saavedra, mediante la cual se regulan los servicios de cuidados paliativos para el manejo integral de pacientes con enfermedades terminales, crónicas, degenerativas e irreversibles en cualquier fase de la enfermedad de alto impacto en la calidad de vida”. 
El mencionado Proyecto de ley fue considerado y aprobado en Sesión de la Comisión Séptima del Senado de la República el día 25 de mayo de 2011 y en sesión Plenaria del Senado el día 15 de junio de 2011 en Comisión Séptima de la Cámara de Representantes el día 22 de noviembre de 2011, y en sesión Plenaria de la Cámara de Representantes el día 8 de mayo de 2012. Informe de Conciliación aprobado en Senado el 23 de mayo de 2012 y en Cámara de Representantes el día 23 de mayo de 2012. 

Cordialmente, 

El Secretario General, 

Emilio Otero Dajud. 
Anexo: Expediente. 

LEY 

Ley Consuelo Devis Saavedra, mediante la cual se regulan los servicios de cuidados paliativos para el manejo integral de pacientes con enfermedades terminales, crónicas, degenerativas e irreversibles en cualquier fase de la enfermedad de alto impacto en la calidad de vida. 
El Congreso de Colombia 

DECRETA: 

Artículo 1°. Objeto. Esta ley reglamenta el derecho que tienen las personas con enfer​medades en fase terminal, crónicas, degenerativas e irreversibles, a la atención en cuidados paliativos que pretende mejorar la calidad de vida, tanto de los pacientes que afrontan estas enfermedades, como de sus familias, mediante un tratamiento integral del dolor, el alivio del sufrimiento y otros Sintomas, teniendo en cuenta sus aspectos psicopatológicos, físicos, emocionales, sociales y espirituales, de acuerdo con las guías de práctica clínica que esta​blezca el Ministerio de Salud y Protección Social para cada patología. Además, manifiesta el derecho de estos pacientes a desistir de manera voluntaria y anticipada de tratamientos médicos innecesarios que no cumplan con los principios de proporcionalidad terapéutica y no representen una vida digna para el paciente, específicamente en casos en que haya diagnóstico de una enfermedad en estado terminal crónica, degenerativa e irreversible de alto impacto en la calidad de vida. 

Artículo 2°. Enfermo en fase terminal. Se define como enfermo en fase terminal a todo aquel que es portador de una enfermedad o condición patológica grave, que haya sido diag​nosticada en forma precisa por un médico experto, que demuestre un carácter progresivo e irreversible, con pronóstico fatal próximo o en plazo relativamente breve, que no sea susceptible de un tratamiento curativo y de eficacia comprobada, que permita modificar el pronóstico de muerte próxima; o cuando los recursos terapéuticos utilizados con fines curativos han dejado de ser eficaces. 

Parágrafo. Cuando exista controversia sobre el diagnóstico de la condición de enferme​dad terminal se podrá requerir una segunda opinión o la opinión de un grupo de expertos. 

Artículo 3°. Enfermedad crónica, degenerativa e irreversible de alto impacto en la calidad de vida. Se define como enfermedad crónica, degenerativa e irreversible de alto impacto en la calidad de vida aquella que es de larga duración, que ocasione grave pérdida de la calidad de vida, que demuestre un carácter progresivo e irreversible que impida esperar su resolución definitiva o curación y que haya sido diagnosticada en forma adecuada por un médico experto. 

Artículo 4°. Cuidados Paliativos. Son los cuidados apropiados para el paciente con una enfermedad terminal, crónica, degenerativa e irreversible donde el control del dolor y otros Síntomas, requieren, además del apoyo médico, social y espiritual, de apoyo psicológico y familiar, durante la enfermedad y el duelo. El objetivo de los cuidados paliativos es lograr la mejor calidad de vida posible para el paciente y su familia. La medicina paliativa afirma la vida y considera el morir como un proceso normal. 

Parágrafo. El médico usará los métodos y medicamentos a su disposición o alcance, mientras subsista la esperanza de aliviar o curar la enfermedad. Cuando exista diagnóstico de muerte cerebral, no es su obligación mantener el funcionamiento de otros órganos o apa​ratos por medios artificiales, siempre y cuando el paciente no sea apto para donar órganos. 

Artículo 5°. Derechos de los pacientes con enfermedades terminales, crónicas, degene​rativas e irreversibles de alto impacto en la calidad de vida: 

Derechos: El paciente que padezca de una enfermedad terminal, crónica irreversible y degenerativa de alto impacto en la calidad de vida tendrá los siguientes derechos, además de los consagrados para todos los pacientes: 

1. Derecho al cuidado paliativo: Todo paciente afectado por enfermedad terminal, cróni​ca, degenerativa, irreversible de alto impacto en la calidad de vida tiene derecho a solicitar libre y espontáneamente la atención integral del cuidado médico paliativo. Las actividades y servicios integrales del cuidado paliativo se deberán prestar de acuerdo al Manual de Actividades, Intervenciones y Procedimientos del Plan Obligatorio de Salud y las guías de manejo que adopten el Ministerio de Salud y Protección Social y la CRES. 

2. Derecho a la información: Todo paciente que sea diagnosticado de una enfermedad terminal, crónica, degenerativa e irreversible, tiene derecho a recibir información clara, detallada y comprensible, por parte del médico tratante, sobre su diagnóstico, estado, pronóstico y las alternativas terapéuticas de atención paliativa propuestas y disponibles, aSi como de los riesgos y consecuencias en caso de rehusar el tratamiento ofrecido. En todo momento la familia del paciente igualmente tendrá derecho a la información sobre los cuidados paliativos y a decidir sobre las alternativas terapéuticas disponibles en caso de incapacidad total del paciente que le impida la toma de decisiones. 

3. Derecho a una segunda opinión: El paciente afectado por una enfermedad a las cuales se refiere esta ley, podrá solicitar un segundo diagnóstico dentro de la red de servicios que disponga su EPS o entidad territorial. 

4. Derecho a suscribir el documento de Voluntad Anticipada: Toda persona capaz, sana o en estado de enfermedad, en pleno uso de sus facultades legales y mentales, con total conocimiento de las implicaciones que acarrea el presente derecho podrá suscribir el documento de Voluntad Anticipada. En este, quien lo suscriba indicará sus decisiones, en el caso de estar atravesando una enfermedad terminal, crónica, degenerativa e irreversible de alto impacto en la calidad de vida de no someterse a tratamientos médicos innecesarios que eviten prolongar una vida digna en el paciente y en el caso de muerte su disposición o no de donar órganos.

5. Derecho a participar de forma activa en el proceso de atención y la toma de decisiones en el cuidado paliativo: Los pacientes tendrán el derecho a participar de forma activa frente a la toma de decisiones sobre los planes terapéuticos del cuidado paliativo. 

6. Derechos de los Niños y Adolescentes: Si el paciente que requiere cuidados paliativos es un niño o niña menor de catorce (14) años, serán sus padres o adultos responsables de su cuidado quienes elevarán la solicitud. Si el paciente es un adolescente entre catorce (14) y dieciocho (18) años, él será consultado sobre la decisión a tomar. 

7. Derecho de los familiares. Si se trata de un paciente adulto que está inconsciente o en estado de coma, la decisión sobre el cuidado paliativo la tomará su cónyuge e hijos mayores y faltando estos sus padres, seguidos de sus familiares más cercanos por consanguinidad. 

Parágrafo. El Ministerio de Salud y Protección Social reglamentará la materia. 

Artículo 6°. Obligaciones de las Entidades Promotoras de Salud EPS y las Instituciones Prestadoras de Salud IPS Públicas y Privadas. Las Entidades Promotoras de Salud EPS están en la obligación de garantizar a sus afiliados la prestación del servicio de cuidado paliativo en caso de una enfermedad en fase terminal, crónica, degenerativa, irreversible y de alto impacto en la calidad de vida con especial énfasis en cobertura, equidad, accesibilidad y calidad dentro de su red de servicios en todos los niveles de atención por niveles de comple​jidad, de acuerdo con la pertinencia médica y los contenidos del Plan Obligatorio de Salud. 

Parágrafo 1°. El Ministerio de Salud y Protección Social reglamentará la materia, esta​bleciendo, entre otras, la obligatoriedad de las Entidades Promotoras de Salud (EPS), del Régimen Subsidiado, Contributivo y Régimen Especial y de las Instituciones Prestadoras de Salud (IPS), tanto públicas como privadas, de tener una red de servicios de salud que incluya la atención integral en cuidados paliativos, de acuerdo al nivel de complejidad, y desarrollará las guías de práctica clínica de atención integral de cuidados paliativos. También deberá reglamentar la atención en Cuidados Paliativos especializados para la atención de los niños, niñas y adolescentes. 

Parágrafo 2°. La Superintendencia Nacional de Salud vigilará que las Entidades Pro​motoras de Salud (EPS), del Régimen Subsidiado, Contributivo y Especial incluyan en sus redes integradas la atención en Cuidados Paliativos según los criterios determinantes de las redes integradas de servicios de salud que garanticen el acceso a este tipo de cuidados de forma especializada, a través de sus profesionales y sus Unidades de Atención. Además, las Direcciones Departamentales y Distritales de Salud tendrán en cuenta el mismo criterio, referente a las redes integradas, al aprobar y renovar el funcionamiento de las Instituciones Prestadoras de Salud (IPS), tanto públicas como privadas, salvo las excepciones definidas en la norma que competan al Ministerio de Salud y Protección Social. 

Artículo 7°. Talento Humano. Las Entidades Promotoras de Salud (EPS) garantizarán el acceso a la atención de servicios de cuidado paliativo, incorporando a su Red de Atención, Instituciones Prestadoras de Salud (IPS), con personal capacitado en cuidado paliativo, al cual le sea ofrecida educación continuada en este tema. 

Artículo 8°. Acceso a medicamentos opioides El Ministerio de Salud y de la Protección Social, el Fondo Nacional de Estupefacientes y las Entidades Promotoras de Salud (EPS), garantizarán la distribución las 24 horas al día y los siete días a la semana, la accesibilidad y disponibilidad. Los primeros otorgarán las autorizaciones necesarias para garantizar la suficiencia y la oportunidad para el acceso a los medicamentos opioides de control especial para el manejo del dolor. 

Artículo 9°. Cooperación Internacional. El Gobierno Nacional podrá establecer estra​tegias de Cooperación Internacional, para facilitar el logro de los fines de la presente ley, a través del desarrollo de programas de cuidado paliativo, que permitan la capacitación del personal de la salud para promover la prestación de los servicios de Cuidados Paliativos. 

Artículo 10. El Ministerio de Salud y Protección Social reglamentará la materia en el término de seis (6) meses a partir de la promulgación de esta ley. 

Artículo 11. Vigencia. La presente ley rige a partir de su sanción. 

El Presidente del honorable Senado de la República, 

Juan Manuel Corzo Román. 
El Secretario General del honorable Senado de la República, 

Emilio Ramón Otero Dajud. 
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes, 

Simón Gaviria Muñoz. 
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes, 

Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.
1 “La Corte ha indicado que los proyectos de ley estatutaria deben cumplir con los siguientes requisitos de procedimiento: (i) cumplir con el requisito de publicación del proyecto en la Gaceta del Congreso, antes de darle curso en la comisión respectiva; (ii) haber sido aprobados, por mayoría absoluta, en las comisiones y las plenarias del Senado de la República y la Cámara de Representantes; (iii) haber res​petado las pautas fijadas en el artículo 160 de la Constitución Política para los debates, a saber: las de la publicación de las ponencias y que entre el primero y el segundo debate en cada Cámara debe me​diar un lapso no inferior a ocho días, y entre la aprobación del proyecto en una Cámara y la iniciación de la discusión en la otra deben transcurrir por lo menos quince días; (iv) haberse dado aviso de que el proyecto será sometido a votación en sesión distinta a aquella en la que se efectúa la respectiva vo​tación y someter el proyecto a votación en la oportunidad anunciada, exigencia que también se aplica a los debates sobre los informes de las comisiones de conciliación, los cuales deberán ser publicados por lo menos un día antes; (v) haber sido aprobado dentro de una sola legislatura, con la aclaración de que este plazo se refiere únicamente al trámite dentro el Congreso, y no se extiende al período que requiere la revisión previa que efectúa la Corte Constitucional; (vi) respetar los principios de unidad de materia, de identidad y consecutividad; (vii) acreditar el cumplimiento de lo previsto en el artículo 7° de la Ley 819/03, para el caso de las normas que ordenan gasto público; y (viii) haber obtenido la sanción del gobierno, que en el caso de los proyectos de ley estatutaria solamente procede luego de que la Corte Constitucional haya efectuado el control previo de constitucionalidad y haya declarado la exequibilidad de las disposiciones del proyecto. Adicionalmente, debe verificarse el cumplimiento del requisito de consulta previa respecto de las normas que afecten directamente a comunidades indígenas y afrodescendientes, condición esta que si bien no corresponde a asuntos de trámite, hace referencia a procedimientos previos que habilitan el debate parlamentario” (Sentencia 490 de 2011, M. P. LUIS ERNESTO VARGAS SILVA). 
2 CORTE CONSTITUCIONAL, Sent. C-013 de 21 de enero de 1993, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. En el mismo sentido y frente a la Ley 25 de 1992 sobre divorcio, se pronunció dicha Corporación, cfr. Sent. C-566 de 2 de diciembre de 1993, M.P. Vladimiro Naranjo Mesa, Igualmente y en torno a la re​gulación del régimen de los servidores públicos fue la tesis sostenida en la Sent. C-262 de 20 de junio de1995, M.P. Fabio Morón Díaz. 
3 CORTE CONSTITUCIONAL, Sent. C-408 de 15 de septiembre de 1994, M.P. Fabio Morón Díaz. 
4 CORTE CONSTITUCIONAL, Sent. C-374 de 13 de agosto de 1997, M.P. José Gregorio Hernández Galindo. 
5 CORTE CONSTITUCIONAL, Sent. C-406 de 2 de junio de 1999, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
6 CORTE CONSTITUCIONAL, Sent. C-620 de 13 de junio de 2001, M.P. Jaime Araújo Rentería. 
7 CORTE CONSTITUCIONAL, Sent. C-226 de 5 de mayo de 1994 M.P. Alejandro Martínez Caballero.

8 En la Sentencia C-239 de 1997 M. P. Carlos Gaviria Díaz, aunque tratando el homicidio por piedad o eutanásico, la Corte Constitucional aclara que el Estado no es indiferente a la vida humana, sino que, tiene el deber de protegerla, y por tanto es necesario que se establezcan regulaciones legales muy es​trictas sobre la manera como debe prestarse el consentimiento y la ayuda a morir. 

9 Si se admitiera su carácter ordinario, sería un problema mayúsculo que un trámite o procedimiento se haya aplicado y que, posteriormente, la Corte lo haya declarado inexequible. 
Nota: Este documento fue tomado directamente de la versión PDF del Diario Oficial 48.462 del viernes 15 de junio del 2012 de la Imprenta Nacional (www.imprenta.gov.co)
